NOTA N°  219 /09.-

L: PRESIDENCIA

USHUAIA, 07 de Septiembre de 2009.

Señor  Presidente :

Tengo el agrado de dirigirme a Ud. a fin de dar cumplimiento al descargo solicitado respecto de las observaciones formuladas mediante los Informes Nº 323/2009, Letra TCP SC y Nº 346/09, letra TCP, obrante a fs. 62/69 del Expediente Nº 03/2009.

En efecto, respecto de la Resolución de Presidencia  Nº 58/09  por la cual se aprueba la modificación del Contrato de Locación suscripto el 1º de marzo de 2006 para el alquiler del edificio de funcionamiento de los bloques políticos y demás dependencias del Poder Legislativo, el Tribunal de Cuentas, mediante los informes mencionados,  formula dos observaciones, a saber:

1.- Incumplimiento del art. 34, apartado 64, inciso b) del Decreto Provincial Nº 1505/02, en atención a que la Legislatura Provincial prorrogó un contrato de locación de alquiler de inmueble aumentando, en dicha prórroga, el precio pactado en el contrato original, en contravención a lo normado en el citado decreto, que prescribe que, las prórrogas de los contratos de prestaciones de cumplimiento sucesivo, deben realizarse en los precios pactados, situación esta que no sido cumplida por el cuentadante, toda vez, que el contrato de alquiler de inmueble, con un ultimo precio de $ 34.000,00 mensuales, se elevó, en el período de la prórroga, a la suma de $ 50.000,00

2.- Carencia en los actuados de los motivos excepcionales que impidieron realizar el procedimiento de contratación en forma previa al vencimiento del contrato de locación.

Respecto de la primera de las observaciones formuladas, la Secretaria Contable del Tribunal de Cuentas, expresó que “Teniendo en cuenta la obligación establecida en el art. 34º, Apartado 64, inciso b) del Decreto Nº 2505/020, reglamentario de la Ley Nº 6, en cuanto a prorrogar los contratos en los precios pactados y lo prescripto en el Art. 1622 del Código Civil, que establece que la continuación del vínculo contractual, una vez concluido el plazo contractual, es bajo los mismos términos en que se celebró el contrato, no pudiendo el locador incrementar el precio, se concluye que el mayor precio, fue incorrectamente abonado … (…)… que el pago del alquiler por el período prorrogado, de tres (3) meses, respecto del incremento del precio pactado en le contrato de locación, esto es de $ 16.000,00 mensuales ($ 50.000,00 - $ 34.000,00), ha causado un presunto perjuicio fiscal al erario de la Legislatura Provincial….” para finalmente elevar las actuaciones “a efectos de merituar iniciar las acciones tendientes al resarcimiento del presunto perjuicio fiscal, en los términos del artículo 49 de la Ley Provincial Nº 50, por el importe de $ 48.000, siendo el presunto responsable del mismo el Legislador Manuel Raimbault, por haber aprobado las cláusulas modificatorias del Contrato de Locación suscripto con fecha 1º de Marzo de 2006, fijando un precio superior para el período de la prórroga”

Y en lo que respecta a la segunda observación se señaló que “… considerar válidos los descargos efectuados por el Sr. Presidente de la Legislatura, es independiente de la observación que, desde esta Secretaría Contable, se ha efectuado por apartamiento a la normativa vigente en materia de prórroga de contrato.

Por lo que en síntesis, se reprocha a esta autoridad la presunta existencia de perjuicio fiscal por proceder a prorrogar un contrato de alquiler efectuado con apartamiento de la normativa vigente en materia de prórroga de contratos.

Tal aseveración resulta incorrecta, puesto que no toda inobservancia a las disposiciones reglamentarias acarrea como consecuencia la responsabilidad patrimonial del agente o funcionario público.

En este sentido Hutchinson, en su artículo titulado “Breves consideraciones acerca de la responsabilidad administrativa patrimonial”,  nos señala que “En el sistema de la responsabilidad contractual de la Administración para la producción del efecto jurídico de la obligación de resarcimiento no es suficiente el incumplimiento de una obligación, sino que además es necesario que esa conducta ocasione un daño al interés jurídico de la contraparte, fenómeno que altera el equilibrio de las prestaciones recíprocas en el negocio jurídico administrativo; por lo cual el acreedor, para la satisfacción de su interés jurídico, debe justificar la realidad y efectividad de las lesiones sufridas. Tanto la jurisprudencia civil como la administrativa han consagrada entre los requisitos de la responsabilidad la producción de un daño en la esfera jurídica de la víctima” y agrega “La cuestión es bien conocida: “Sans préjudice, pas de responsabilité”, esto es, sin daño no hay responsabilidad patrimonial de la Administración Pública y tampoco de sus agentes. Y es que no podía ser de otra forma ya que, como bien se ha dicho, “su exigencia – la exigencia del daño- esta ligada a lo que esta responsabilidad es: una responsabilidad reparadora, y no sancionadora … el daño es la mediad de la reparación a otorgar”. El daño es, pues, una condición “indispensable” de la responsabilidad”

Dicho autor, expresa además que  “para que sea reparable, el daño debe tener cierta consistencia; no es suficiente alegar su existencia para obtener la indemnización, sino que es necesario que el mismo tenga ciertas características: debe ser cierto, además de personal … (…)… “En el régimen de responsabilidad administrativa de los funcionarios el carácter cierto del daño es una condición esencial. 

No podría ser de otra manera, pues de lo contrario sería fomentar el enriquecimiento sin causa del Estado…”

En el caso que nos ocupa, es justamente la ausencia de un daño cierto, real y efectivo lo que quita toda posibilidad de merituación respecto del inicio de acciones judiciales resarcitorias  con motivo de la supuesta existencia de perjuicio fiscal.

Para comprender lo expuesto, es necesario en primer término efectuar una descripción de las circunstancias fácticas que determinaron la contratación de  prórroga de la locación del inmueble de funcionamiento del Poder Legislativo.

 1.- ANTECEDENTES FÁCTICOS DE LA CONTRATACIÓN. LA URGENCIA EN LA CONTRATACIÓN.

Conforme ya se expusiera en la Nota Nº 660/2009 “Referente a las Actas de Constatación del TCP Nº 115/09”  y la documentación adjuntada a la misma -a la cual me remito en mérito a la brevedad- las gestiones llevadas a cabo por el Cuerpo Legislativo a fin de brindar una solución definitiva la cuestión atinente al edificio de funcionamiento de la Legislatura,  determino que el proceso de licitación iniciado se paralice momentáneamente hasta la definición de algunas de las alternativas planteadas;, por lo que llegado el momento del vencimiento del contrato de locación del inmueble que ocupaba el Poder Legislativo no se encontraba culminado el procedimiento de licitación para la locación de un nuevo inmueble.

De manera tal que frente al impostergable deber en cabeza de los miembros que conforman el cuerpo legislativo, de garantizar el funcionamiento operativo e institucional del Poder Legislativo (puesto que sin una sede física es incuestionable que pueda funcionar), la Legislatura se encontraba en la disyuntiva de tener que optar únicamente por dos alternativas: la primera, proceder de inmediato a la 

contratación directa por razones de urgencia de un nuevo edificio o mantener la locación del inmueble que hasta ese momento ocupaba.

A fin de resolver la disyuntiva, como primera medida se solicitaron informes   a distintas inmobiliarias de nuestra ciudad respecto de la existencia en plaza de inmuebles de  las dimensiones físicas del actual edificio del funcionamiento de los bloques políticos de la Legislatura y la valuación del precio de alquiler por tales inmuebles (cfme. Nota Presidencia Nº 020/09 obrante a fs. 12, Expte. Nº 3/2009 PL Sec. Adm.).

Dichos informes arrojaron como resultado la inexistencia en plaza de inmuebles para locar de las dimensiones físicas necesarias para el normal funcionamiento del Poder Legislativo y una tasación del valor locativo mensual del actual inmueble sito en calle San Martín Nº 1430/1441 y1433  que oscilaba entre $ 65.000,00 y $ 70.000,00 por el edificio sito en San Martín Nº 1431 y un valor de los locales sitos en San Martín Nº 1441 y 1433, de $ 5.000,00 y $ 6.000,00 por cada unidad (cfme. tasación Inmobiliaria Cappelloni, obrante a fs. 24/25 Expte. Nº 3/2009). Por su parte, la Inmobiliaria Servicios Y Transacciones informó que el valor estimado para la locación mensual del inmueble (sin los locales comerciales de la planta baja)   ascendía a $ 45.000,00 y 50.000,00, y los locales comerciales de la planta baja (sitos en San Martín Nº 1441 y 1433) ascendía a un valor estimado de $ 5.000,00 y $ 6.000,00 (cfme. Informe de Tasación obrante a fs. 30/31 Expte. Nº 03/2009).

Por otra parte,  la segunda alternativa, presentaba como dificultad que el contrato de locación expresamente estipulaba la improrrogabilidad del plazo de locación (claúsula 2da del Contrato de Locación suscripto el 01 de marzo de 2006), con lo cual no podía prorrogarse automáticamente y era necesario acordar con el locador un nuevo contrato. Exigiendo éste último, para el caso de efectuarse una nueva contratación o acordarse una prórroga, la actualización del precio a los valores de plaza vigentes.

Frente a dicha situación se optó por determinar una prórroga por el término de tres (3) meses, tiempo necesario para culminar con el proceso de licitación ,con un valor locativo mensual actualizado a los valores de plaza vigentes, puesto de que lo contrario, haber desistido de continuar con la locación del inmueble donde funcionaba la Legislatura, los gastos a realizar para garantizar el funcionamiento del cuerpo legislativo, hubiesen sido mucho mayores, con el riesgo de la imposibilidad concreta de no poder garantizar el servicio atento la inexistencia de inmuebles en plaza de las dimensiones señaladas para el funcionamiento de las dependencias que conforman el Poder Legislativo.

Ello en razón, de que en el hipotético caso de hallar un inmueble de las dimensiones requeridas,  además de la realización de un nuevo contrato de alquiler a los valores de plaza, debía contemplarse la cuantificación de los gastos de traslado  (fletes, eventual reacondicionamiento de oficinas, etc) 

En definitiva, La Legislatura Provincial se encontraba ante las siguientes circunstancias fácticas objetivas:

1.- El vencimiento del contrato de locación del inmueble de funcionamiento de la Legislatura, exigía una nueva contratación (sea por procedimiento de licitación o contratación directa) puesto que expresamente disponía la improrrogabilidad del plazo de locación.

2.- Ante la falta de edificio propio para el funcionamiento de las dependencias que conforman el Poder Legislativo Provincial, era indispensable -a fin de garantizar la continuación de los servicios- procederse a la contratación del alquiler de un inmueble.

3.- Dicha contratación – que vale reiterar necesariamente debía realizarse- no podía concretarse por valores inferiores a los precios vigentes en plaza, por aplicación de las propias reglas del mercado de oferta y demanda.

Tales circunstancias, determinación que la opción que menores gastos ocasionaría al erario público, consistiera en prorrogar  el término del contrato de locación que se mantenía con los propietarios del inmueble que ocupaba el Poder Legislativo, puesto que lo único que ocasionó fue, la actualización del precio del alquiler a los valores del plaza, sin tener que incurrir en los gastos de traslado, reacondicionamiento del lugar, que además de la cuantificación económica de los mismos, también implicaría un costo administrativo  para la Legislatura, de tener que suspender la prestación de sus servicios por el tiempo que insumieran la realización de tales tareas.

En definitiva, ante la situación de urgencia, y en pos de garantizar el funcionamiento del Poder Legislativo,  la opción adoptada por el cuerpo de mantener en locación el inmueble que ya ocupaba mediante un nuevo contrato que dispuso su prórroga por tres (3) meses- fue la más RAZONABLE, puesto que a la par de garantizar el normal funcionamiento hasta culminado el proceso de licitación en trámite, sin la suspensión de los servicios, importó la mas económica, al evitar incurrir en los gastos propios de un traslado del mobiliario de la Legislatura a otro inmueble o edificio.

Repárase que conforme las circunstancias señaladas precedentemente, la Legislatura debía necesariamente proceder a una nueva contratación de locación, (ya sea respecto del actual inmueble u otro distinto)  y dicho contrato de locación no podía efectuarse a un valor que no se ajustara razonablemente a los valores de plaza vigentes. 

E inclusive, debe hacerse notar que la Licitación  Pública Nº 01/09 que se llevó finalmente a cabo, determino como precio locativo, el valor de pesos cincuenta mil ($50.000,00) precio que se ajustaba razonablemente a los valores de plaza que informaran las inmobiliarias de nuestra ciudad que fueron consultadas.

2.-DE LA AUSENCIA TOTAL DE DAÑO O PERJUICIO FISCAL.

Lo expuesto en el acápite anterior pone de manifiesto, que las circunstancias en que se llevó adelante la contratación observada por el Tribunal de Cuentas dista mucho de haber provocado un daño al erario público. Sino todo lo contrario, fueron decisiones que se tomaron en un contexto de emergencia a los efectos de garantizar el interés del Estado, en el sentido, de posibilitar la continuación del funcionamiento administrativo e institucional de uno de sus poderes,  el Legislativo, al menor costo económico posible.

Por ello, en dicho contexto cobra particular relevancia, lo expresado por Hutchinson en el sentido de que “El daño, pues, deber ser cierto, es decir, real, efectivo, tanto que, de no mediar, la víctima se habría hallado en mejor situación”

Y es aquí, donde se observa, que la contratación de locación efectuada por un valor locativo mensual de pesos cincuenta mil ($ 50.000,00), no importa un daño cierto, porque no coloca al Estado en mejor situación que en el caso de no haber mediado la contratación, sino todo lo contrario, puesto que de no haberse efectuado la misma, el Estado (Poder Legislativo) hubiera tenido, en forma urgente, que buscar una propiedad en alquiler que se ajuste a los requerimientos propios para su funcionamiento (dimensiones físicas, acondiciona para el funcionamiento de oficinas, etc) y en el caso de encontrarla, celebrar un contrato de locación al valor ofertado (valor de plaza vigente) con los consiguientes costos de traslado del mobiliario.

Como conclusión debe destacarse que la contratación observada, lejos esta de haber provocado un perjuicio fiscal al Estado, sino que la misma se realizo sobre la base de la determinación de un valor locativo razonable  conforme los precios vigentes en plaza, con la única  finalidad, frente al contexto de urgencia, de resolver lo atinente al funcionamiento del Poder Legislativo, sin mayores costos económicos (tales como traslado del mobiliario, readecuamientos de oficinas, etc) ni administrativos (suspensión de las actividades legislativas por el tiempo que insumiera el traslado y el reacondicionamiento del edificio) 

Por otra parte, el presunto incumplimiento a la normativa aplicable que se atribuye, lejos está de ser tal. De hecho, la norma que dice haber sido contravenida ni siquiera resulta aplicable al caso. El art. 1622 del C.C. a que se hace referencia trata sobre la reconducción tácita. Supuesto de que en el caso no se observa. 

Finalmente, resta aclarar que conforme lo expresado mediante Nota Nº 660 por esta autoridad, el tema en relación al edificio para el funcionamiento de los Bloques Políticos, Secretaría Legislativa, Biblioteca y demás dependencias del Poder Legislativo, fue objeto de una gestión compartida por parte de los miembros que conforman la Cámara Legislativa y en razón de ello todo lo actuado al respecto por la Presidencia de la Legislatura fue realizado con la autorización y conocimiento de la misma, procediéndose en consecuencia a su ratificación por  la Cámara (Resolución de Cámara Nº 048/09). 

3.- PRUEBA



    Para el supuesto de que se entienda pertinente, solicito se incorpore como prueba el expediente del Poder Legislativo caratulado “Licitación Pública 01/09”, expte. 1345/08.



     Se acompañan copias de las Resoluciones de Cámara N° 48/09 y 106/09 (agregadas a fo. 91 y fo. 95 exp 3/2009). 

Respecto del actual contrato de alquiler del Edificio de Bloques Políticos el mismo se encuentra agregado en el expediente 1737/09 (fs. 16/20), que se adjunta a la presente.

Habiendo dado cumplimento a lo solicitado, aprovecho la oportunidad para saludarlo muy atte.

Documentación adjunta: 

· Expediente 1737/2009 “ Ref. a contratacion de inmueble edificio bloques políticos” ( 42 s.) en original.

· Expedientes: 3/2009 ( 97 fs.)-  774/2009 ( 20 fs.) – 823/2009 ( 16 fs.) – 1201/2009 ( 21 fs.)  – 1627/2009 ( 14 fs. ) y 1603/2009 ( 18 fs. ).-  en originales.

                                                             Dr. Manuel Raimbault

                                                                                     Vicepresidente 1º 

                                                                                   a/c de la Presidencia

                                                                                      Poder Legislativo

TRIBUNAL DE CUENTAS

TIERRA DEL FUEGO A.I.A.S.

Dr. Miguel LONGHITANO

S                    /                   D
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